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Uno de los principales errores económicos que toda
política pública debe evitar es interferir y dañar el
mercado laboral. Durante largo tiempo, nuestras
dirigencias políticas han desafiado esa idea. Des-

de los cambios laborales implementados bajo la segunda ad-
ministración Bachelet hasta la secuencia de equivocadas ini-
ciativas aprobadas e implementadas en el actual gobierno, el
empleo en Chile se ha encarecido de forma significativa. El
impacto es evidente.

Desde luego, el alto nivel de desempleo no cede. La cifra
oficial publicada ayer por el INE fue de 8,9% (abril-junio),
similar a la del mes pasado, sumando 30 meses de desem-
pleo por sobre el 8% a nivel nacional. Entre las mujeres, llegó
a 9,9%, la decimoséptima cifra consecutiva por sobre el 9%.
Así, por lo prolongado del fenómeno y frente a la ausencia de
una crisis económica que lo explique, es necesario comenzar
a aceptar que el desdén con
que el mundo político ha mo-
dificado las reglas del merca-
do laboral local ha provocado
un cambio estructural en este.
Y es que el aumento en el sala-
rio mínimo, la reducción de la
jornada laboral, la Ley Karin, la estructura de la reforma de
pensiones, entre otras, son todas modificaciones que profun-
dizaron lo que economistas catalogan como una emergencia
laboral no declarada. Es sorprendente que, a pesar de las aler-
tas y críticas, ni el Ejecutivo ni el Congreso hayan tomado las
precauciones para al menos compensar sus efectos.

Pero el desempleo no ha sido la única dimensión afecta-
da por la seguidilla de errores de política. El análisis compa-
rativo entre la última encuesta de empleo y la del mismo pe-
ríodo del 2024 ilustra la profundidad y gravedad de la situa-
ción en materia de ocupación.

De acuerdo con las estimaciones del INE, durante el últi-
mo año la población en edad de trabajar aumentó en 148.863
personas. Estas tenían dos opciones: entrar a la fuerza de tra-
bajo (es decir, estaban dispuestas a trabajar) o declararse fue-
ra de esta, al no tener intención de ocuparse. La gran mayoría
se declaró inactiva, lo que incrementó la inactividad en
87.927 personas. El remanente ingresó a la fuerza laboral

que, consecuentemente, solo aumentó en 60.936 personas
en el último año. 

Es necesario detenerse en esta última cifra. Excluyendo la
pandemia, cuando la fuerza laboral cayó (un fenómeno extra-
ordinario), la expansión registrada en el último año es una de
las más bajas desde el inicio de la nueva encuesta del INE
(2010) y se suma a una preocupante tendencia observada re-
cientemente (desde octubre-diciembre de 2024, la fuerza la-
boral se expande anualmente en menos de 100 mil personas).
Dicho fenómeno puede tener distintas razones, siendo una la
percepción de que existen menos oportunidades laborales.

El estudio de lo que ocurre con aquellas 60.936 personas
que sí entraron a la fuerza de trabajo parece validar dicha
visión. En lo que es un hecho histórico, entre abril-junio de
2024 y el mismo trimestre de 2025, los desocupados crecie-
ron en 60.795 personas, equivalente al 99,8% del crecimien-

to de la fuerza de trabajo. Así,
el INE estima la creación
anual de empleos en solo 141
personas —la diferencia entre
60.936 y 60.795—, una mag-
nitud insignificante, que da
cuenta de la crisis social que se

fragua en el mercado del trabajo.
En este contexto, la siguiente administración no solo de-

berá hacerse cargo de holguras fiscales negativas, sino tam-
bién de un mercado laboral literalmente estancado. Enton-
ces, parece inevitable la urgente revisión de muchas de las
iniciativas en este ámbito que se han impulsado desde la iz-
quierda y que, en varias oportunidades, fueron aprobadas
con los votos de parte de la oposición. 

La situación demanda además un escrutinio público crí-
tico y profundo de cualquier medida que pueda agudizar el
daño infligido sobre el empleo y de todo argumento que lo
relativice. El avance en la negociación ramal, la ideologiza-
ción de la Dirección del Trabajo, el financiamiento de la edu-
cación superior con impuestos al empleo, nuevos aumentos
en el salario mínimo o la instauración de uno “vital”, como
plantea la exministra (2022-2025) y hoy candidata presiden-
cial, Jeannette Jara (bajo cuya gestión se incubó esta crisis),
son ideas equivocadas que deben ser descartadas de plano.

La cifra de apenas 141 empleos creados en todo

un año da cuenta de la crisis social que se

fragua producto de equivocadas políticas.

Histórica “creación” de empleo

La defensa de la libertad de expresión exige tener
convicciones profundas y un espíritu animoso. Los
ataques a este derecho pueden provenir de todos
los extremos de la política, de la religión, la cultura

o de parte de grupos con intereses minoritarios temerosos
de que el pensamiento ajeno ponga en peligro sus visiones
del mundo. Por esta razón, desde esos grupos surgen cons-
tantemente impulsos que buscan impedir la expresión de
esos pensamientos, con la vana esperanza de que, al supri-
mir la palabra, desaparezca la idea que está detrás. Con esas
limitaciones, cuando se han logrado imponer, se empobre-
ce el debate público y se impide el ejercicio de un derecho
humano fundamental, del cual dependen todos los demás. 

Pese a la importancia de este derecho, en Chile siguen
los esfuerzos de algunos por silenciar ideas. Un candidato
presidencial, Johannes Kaiser, fue preguntado en una en-
trevista de Mega y radio Bio-
bío respecto de “si se dieran
las mismas circunstancias (de
1973), ¿usted apoyaría un
nuevo golpe?”. Y su respues-
ta fue: “Sin duda”, con “todas sus consecuencias”. Aunque
también dijo que no justificaba las desapariciones y las
muertes, ha sido acusado por parlamentarios comunistas y
socialistas ante el Tribunal Constitucional por una presunta
infracción, que se fundamenta en un artículo de la Constitu-
ción que establece que cesará en el cargo el parlamentario
que incite a la alteración del orden público o propicie un
cambio institucional por medios inconstitucionales. No pa-
rece una interpretación muy ajustada al texto y el órgano
aún no se pronuncia sobre su admisibilidad. Pero, además,
el diputado PC Luis Cuello y otros miembros de su bancada
hicieron una presentación ante el Servicio Electoral, impu-
tando a Kaiser y su Partido Nacional Libertario haber in-
fringido la ley de partidos políticos, que establece la obliga-
ción de estos de contribuir al fortalecimiento de la democra-
cia y a la promoción de los derechos humanos. Sorprenden-
temente, el Servel ha indicado, respecto de la denuncia, que
la “considera seria, plausible y de mérito suficiente para ini-

ciar un procedimiento administrativo sancionatorio en con-
tra de la colectividad y su presidente”, que es precisamente
el diputado y candidato presidencial afectado.

El Servel es un organismo cuya principal función es
supervigilar y fiscalizar todo lo relacionado con las elec-
ciones, desde las inscripciones electorales hasta la confec-
ción de los votos. En estas labores es ampliamente respeta-
do por la ciudadanía. Pero entre sus funciones está tam-
bién la de supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las
normas que regulan las actividades de los partidos y su
consejo está integrado, en los hechos, por figuras vincula-
das a esos mismos partidos. Resultaría, cuando menos, ex-
traño que este organismo pudiera sancionar a un diputado
por mostrarse partidario de lo que sea ante una situación
altamente hipotética. Por muchos límites que algunos le
hayan buscado a la libertad de expresión, nadie ha regula-

do lo que se puede decir de
situaciones hipotéticas que
parecen muy lejanas de la
realidad actual. Y en cual-
quier caso, aunque en Occi-

dente existe cierto grado de consenso en cuanto a las faltas
que se pueden cometer en el uso de la libertad de expre-
sión, siempre son los tribunales de justicia los llamados a
analizar esas acusaciones. El Servel arriesga su prestigio al
imponer sanciones por los dichos de un diputado, las que
necesariamente serán controvertidas.

Si se consideran los antecedentes históricos, es posible
que se prohíban muchas más expresiones, pues ha habido
grandes libros censurados, ideas políticas hoy aceptadas
que fueron consideradas inadmisibles, religiones suprimi-
das por gobiernos, y, en fin, una amplia gama de restriccio-
nes a la libertad de pensar. Lo más revolucionario del siglo
XVIII fue la proclamación de la libertad de expresión, pues
eso cambió la forma de vida de mucha gente, que por fin
logró perder el temor de pensar. Estudios recientes de-
muestran que la pérdida de esta libertad tiene impacto has-
ta en el cerebro de las personas, cuyas estructuras se resien-
ten cuando se pretende prohibir el pensamiento.

El Servel arriesga su prestigio al imponer

sanciones por los dichos de un parlamentario.

El pensamiento libre y sus expresiones

En días pasa-
dos, Joseph Stiglitz,
Premio Nobel de
Economía, estuvo
en Chile para aler-
tar, globalmente,
acerca de que “la li-
bertad está en peli-
gro”, y eso porque
la democracia tam-
bién lo está. Si la de-
mocracia es liberal,
lo es porque hace ya tiempo asumió
un compromiso con las libertades mo-
dernas y no únicamente con la libertad
de iniciativa económica que muchas
veces se lleva hasta el extremo de can-
celar todas las demás libertades, como
ocurrió entre 1973 y 1990.

El último libro de Stiglitz,
de 2024, con traducción del
presente año, lleva un título
bien indicativo de adónde
van los tiros del economista
norteamericano: “Camino de
libertad. La economía y la buena socie-
dad”.

La primera parte de ese título se
opone a “Camino de servidumbre”, el
conocido libro de Hayek, uno de los
más notorios padres del neoliberalis-
mo que empezó a imponerse, otra vez
mundialmente, a partir de los 70 del
siglo pasado. De hecho, Stiglitz analiza
críticamente la doctrina neoliberal,
tanto en su versión teórica como en
sus aplicaciones prácticas, entendien-
do por ella algo más que un simple re-
cetario de medidas económicas. “Neo-
liberalismo” no es solo una palabra

molesta para muchos, e incluso denos-
tada, sino, todo lo contrario, un térmi-
no que se puede utilizar descriptiva-
mente, puesto que, y a diferencia de
nuestros neoliberales criollos, lo habi-
tual ha sido afirmar, una y otra vez,
que el neoliberalismo no existe, que se
trata solo de una mala palabra para
atacar al liberalismo en su conjunto. 

Sin embargo, el neoliberalismo
existe y echó raíces a finales de los años
30 del siglo pasado, tomando todavía
más fuerza con la fundación de la So-
ciedad Mont Pelerin. Es raro que una
doctrina y una suma de prácticas polí-
ticas, económicas y sociales, que por
décadas ha sido difundida y apoyada
por muchos partidarios y gobiernos

del mundo, sea considerada por aque-
llos y estos, y en algún momento tam-
bién por socialdemócratas y socialcris-
tianos, como un invento, desconocien-
do la realidad y la abundante biblio-
grafía tanto pro como contra el
neoliberalismo. Una explicación de
tan desconcertante fenómeno es el
desconocimiento de la historia del li-
beralismo, y otra proviene del hecho
de que sectores socialdemócratas y so-
cialcristianos, mientras estuvieron en
alguno de los gobiernos de ese signo,
terminaron adoptando sin reconocer-
lo, pero con visible entusiasmo, varias

lógicas neoliberales contrarias a la pro-
moción de los derechos sociales y el
Estado de bienestar. Capitularon ante
lógicas neoliberales y, lo mismo que
sus partidarios de siempre, negaron
que esas lógicas existieran y que estu-
vieran aplicándolas sectores que se
consideraban progresistas.

Pero Stiglitz no solo dispara
contra el pianista neoliberal y sus
muchos e inesperados acompañan-
tes, sino que hace una opción por lo
que él llama “capitalismo progresis-
ta”, basado en la cooperación más
que en la competencia y en el bien
común que en la riqueza privada,
mostrándose también partidario de
la “socialdemocracia” de nuestros

días. Sin embargo, es difícil
aceptar la blandura de la pa-
labra “progresista”, así co-
mo el hecho de que la social-
democracia haya ido no solo
vaciándose del contenido
que tuvo alguna vez, para

acabar licuándose en un compuesto
no de socialdemocracia y liberalis-
mo, sino en uno en que los ingre-
dientes han sido socialdemocracia y
neoliberalismo.

Aunque en esos términos algo im-
precisos, Stiglitz aboga para el presen-
te y futuro de una buena sociedad por
un conjunto de libertades que se pre-
gunten por cuál es el sistema económi-
co, político y social que contribuya a
ese valor en la mayoría de los ciudada-
nos.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Stiglitz en serio

Capitularon ante lógicas neoliberales y, lo

mismo que sus partidarios de siempre,

negaron que esas lógicas existieran.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Agustín Squella

A menos de un año de las próxi-
mas elecciones presidenciales en Co-
lombia, el fallo que condena a Álvaro
Uribe por fraude procesal y soborno
en actuación penal agita el ambiente.
El exmandatario se declara inocente
y acusa persecución. Se espera que
apele la condena, cuya pena debe ser
anunciada mañana. Partidarios re-
claman que el juicio adoleció de irre-
gularidades y que el fallo estuvo ba-
sado en pruebas amañadas y testi-
monios poco confiables, además de
sesgo ideológico de la jueza a cargo.
Uribe ha sido una figura central de la
política colombiana, luego de los éxi-
tos de su gobierno en la lucha contra
las guerrillas marxistas, por lo que la
condena tendrá significativos efec-
tos, enfrentando a gobiernistas y
opositores. Desde ya, el senador que
impulsó el proceso, Iván Cepeda, es-
tá “evaluando”
ser candidato pre-
sidencial del ofi-
cialismo.

El caso se ini-
ció en 2012, luego
de que Cepeda
imputara en el Congreso al expresi-
dente tener vínculos con paramilita-
res (o “paras”), apoyado en testimo-
nios de dos exmiembros de esos gru-
pos, ante lo cual Uribe recurrió a la
Corte Suprema, acusándolo de ma-
nipulación de testigos. En 2018, el
tribunal decidió que no había indi-
cios de ello y, en un giro sorpresivo,
abrió investigación contra el deman-
dante por el mismo delito. Se dijo
que Uribe habría ordenado a su abo-
gado comprar el testimonio de un ex
“para” encarcelado. El proceso pasó
a la justicia ordinaria tras la renuncia
del expresidente a su escaño parla-
mentario, en 2020. A lo largo del jui-
cio, dos veces se rechazó el pedido de
los fiscales para cerrar el caso. Una
nueva fiscal, nombrada por Gustavo
Petro, llevó adelante la investigación
que terminó en la condena. 

Ahora será el Tribunal Superior

de Bogotá el que deberá evaluar la
consistencia de las pruebas que lle-
varon a la jueza a determinar la cul-
pabilidad de Uribe, quien, eso sí, fue
absuelto del cargo de soborno sim-
ple. Los defensores alegan que las
grabaciones en que se sustenta el fa-
llo fueron obtenidas bajo “condicio-
nes dudosas” y que tienen signos de
“alteración digital”. Agregan que no
existen chats ni audios que com-
prueben que él diera órdenes para
comprar testimonios, y que el testigo
principal es un “criminal” con poca
credibilidad. 

Estas apreciaciones han impul-
sado a muchos a dudar del veredicto.
El expresidente Andrés Pastrana, si
bien instó a respetar los fallos, puso
en duda la “solidez de los argumen-
tos” y la “neutralidad” de la justicia.
El exmandatario Iván Duque fue

más allá, señalan-
do que el proceso
era una “cons-
trucción artificial
sostenida en una
narrativa de infa-
mia cuidadosa-

mente diseñada”, pues se habrían
presentado interceptaciones ilegales
y testigos cuestionables, después de
que la fiscalía diera “un giro brusco”,
que mostraría una “coordinación so-
terrada entre poderes con intereses
ideológicos comunes”. Muchos co-
lombianos consideran que esta con-
dena es una venganza política, algo
que comparte el secretario de Estado
de EE.UU., Marco Rubio, quien se-
ñaló que el fallo muestra “la instru-
mentalización del Poder Judicial por
parte de jueces radicales” y que el
único delito de Uribe es “haber lu-
chado incansablemente por defen-
der a su patria”.

La democracia impone respetar
los fallos, pero la apelación debiera
servir para despejar con imparciali-
dad las razonables dudas en torno a
un proceso que divide a la sociedad
colombiana.

La condena contra Uribe

divide a la sociedad

colombiana.

Fallo controvertido

En un barrio gris de Santiago, en uno de
esos que no duermen, una mujer encendía
velas. Lo hacía cada tarde, justo cuando la
luz empezaba a declinar. Vivía sola en una
casa pequeña, de
esas que parecen a
punto de desapare-
cer entre edificios de
vidrio y ruido. Nadie
sabía bien quién era
ni de dónde venía.
Solo que encendía
tres velas al anoche-
cer y las dejaba arder
en la ventana, como
si esperara a alguien.

Al principio, los ve-
cinos pensaban que
era una excentrici-
dad. Algunos decían
que era una bruja. Otros, que estaba loca.
Pero con el tiempo, la imagen de aquellas
velas —sencillas y obstinadas— empezó a
ser parte del paisaje. Algunos niños, al pa-
sar, se detenían a mirar el temblor de la
llama. Un día, una mujer mayor, que venía
de enterrar a su madre, se quedó de pie

frente a la ventana y lloró en silencio. Otro
día, un joven sin rumbo se sentó en la vere-
da y le preguntó a la mujer si podía quedar-
se un rato, sin hablar. Ella le dijo que sí, con

un gesto.
Con los meses,

más ventanas co-
menzaron a tener pe-
queñas luces. Algu-
nas con velas, otras
con lámparas míni-
mas, pero todas con
algo en común: un
gesto gratuito, un ac-
to sin utilidad inme-
diata, algo así como
un rito sagrado. En
una ciudad cansada,
algo invisible comen-
zaba a arder. Nadie lo

organizó. No fue tendencia ni campaña.
Fue necesidad. Como si en medio de tanta
rapidez, alguien recordara —y recordara a
los otros— que hay cosas que no se com-
pran ni se explican. Solo se encienden.

D Í A  A  D Í A

La señora que encendía velas

SPLEEN

¡ S E  L O  G A N Ó !

—¡Cómo no voy a estar feliz de mi hijo! Consiguió uno de los 141 empleos
que se crearon este año en el país.

—¡Hijo de tigre!
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